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DEMOCRACIA Y CIUDADANIA

PROPUESTA DE INFORME FINAL
La Junta Directiva de la Asociación nos encomendó la elaboración de un Informe que abordara y reflexionara sobre el estado actual de la democracia española y, especialmente, sobre las causas que motivan el distanciamiento entre los ciudadanos y las Instituciones que configuran el entramado de nuestro Estado Democrático.
La Asociación cumple así con sus obligaciones al disponer uno de sus fines esenciales la realización de actividades a favor del fortalecimiento y la vitalidad de la democracia en España. Los Ex Diputados y Ex Senadores Españoles, a través de su Asociación, a su vez, entienden estos trabajos como parte de sus obligaciones con la Sociedad Española. Se trata, en definitiva, de devolver al pueblo español parte de los beneficios que implica la confianza de ser elegido como su representante. 
Este Informe se ha desarrollado del siguiente modo:

· El Coordinador elaboró un Informe inicial para tratar de enmarcar y definir los grandes parámetros del Informe.    (Anejo 1)
· Posteriormente, se incorporaron al trabajo un
 nutrido grupo de asociados, que elaboraron importantes notas y propuestas. (Anejo 2)
· Las aportaciones se centraron en las siguientes cuestiones, a modo de sistematización (Anejo 3): 
1.- Las que afectan a la Estructura Institucional y, en particular, a los Partidos Políticos, Administraciones Públicas e Instituciones económicas y sociales de España.
2.- Las que afectan a los comportamientos éticos y deontológicos en el ejercicio de actividades públicas.

3.- Las que afectan al sistema de representación política.
A la vista del alcance del encargo formulado por la Junta Directiva de la Asociación de Ex Diputados y Ex Senadores de las Cortes generales, de los límites que impone la redacción de un Informe, que debe ser sintético y muy concreto, en la medida en que pretende ser una propuesta inicial para suscitar un instrumento de reflexión a los asociados y, tras nuevas aportaciones y debates, servir y ofrecerse a la sociedad española, formulamos las siguientes 
CONSIDERACIONES Y PROPUESTAS (estas aparecen en cursiva para mayor claridad)
Introducción.- 

A modo de preámbulo, interesa destacar que la crisis económica que afecta a España ha sido el detonante que ha puesto de manifiesto distintas carencias y desajustes en el funcionamiento de las Instituciones de la España Democrática, pero no es menos cierto que no todas tienen su origen ni en la época de la abundancia de recursos económicos y financieros de años anteriores, ni en los fenómenos especulativos que la acompañaron. Es decir, no son problemas circunstanciales, sino estructurales, los que debemos afrontar, antes o después, pero de manera inevitable. 
Debemos también hacer hincapié en que la aproximación al análisis de este tipo de problemas debe hacerse sin excesiva pasión, porque observamos que, cegados por la necesidad de nuestro entorno más inmediato, incluso del propio, se tiende fácilmente a la búsqueda de culpables, mecanismo muy conocido en los estudios sociales, puesto que es un recurso ampliamente utilizado por las sociedades en crisis para obtener la recompensa de que, tras señalar a los culpables, el resto de la sociedad se siente inocente. Una actitud de este tipo impide ver con claridad problemas y soluciones y, lo que es peor, al diagnosticar subjetivamente lo que ocurre en la sociedad no se comprende la realidad y no se encuentran los caminos para afrontar decididamente los problemas. De la misma manera, cuando se analiza con distancia y claridad, al igual que cuando se maneja una lupa, es posible distinguir entre lo principal y lo accesorio.

El ámbito en el que debe centrarse este informe, dada nuestra condición de Ex Diputados y Ex Senadores, es en el de las Instituciones Políticas, en la medida en que otras cuestiones institucionales de naturaleza económica y social, son objeto de otros Informes, que se han tenido muy en cuenta. 
Salvando muchas distancias, hace poco veíamos como Lionel Jospin, ex Presidente socialista de la República Francesa, presentaba el Informe “Renovación Democrática”, como Presidente del Comité de Ética y Renovación de la Vida Pública, que había sido creado por el Presidente Republicano Sarkozy. Buen ejemplo de cooperación y lealtad institucional a favor de los intereses de la Nación Francesa, en orden a abordar un problema de Estado.
Otro eje que ha sustentado los puntos de vista de este informe es el relativo a evitar la sacralización de los tiempos pasados en detrimento de los actuales. Creemos, tal y como dijo recientemente nuestro compañero Miguel Roca, que conseguir la democracia es difícil, pero es más difícil vivir en democracia. 
Es conveniente anticipar que los análisis y propuestas que aquí se exponen se han elaborado con total prudencia y lealtad, lejos de pretender dar lecciones a los actuales responsables públicos. Al contrario, nos hemos situado exclusivamente en los problemas que afectan al funcionamiento de las Instituciones y al agotamiento y  desconfianza de los ciudadanos hacia ellas. 

Nuestro Punto de Partida.

Es notable recordar que las ansias de Libertad del pueblo español, y su compromiso por la democracia encontraron líderes y grupos con capacidad de consenso para gestionar y conducir el proceso de transición hacia la democracia y hoy es realidad. Por tanto, somos un país democrático en funcionamiento, aunque sea imperfecto, formamos parte del concierto internacional democrático y parte de la Unión Europea, lo que implica que tenemos un punto de partida inmejorable para proyectar los valores cívicos y constitucionales conquistados sobre todos los ámbitos de la vida pública, tanto se refiera al funcionamiento de los partidos políticos, como a los mecanismos de representación, al ejercicio del poder o al ejercicio de la oposición. 
Ahora bien, todos los valores a que aludimos, y que ahora precisan proyectarse sobre todos los ámbitos de la sociedad, se han construido utilizando como método el Pacto o Consenso. Ningún elemento del entramado institucional español cambiará o mejorará si no es el fruto de nuevos consensos. Así de contundente debemos decirlo, ninguna reforma de las que precisa España, calará y será asumida como propia por la sociedad, sino es el producto del consenso. Lo contrario será una sociedad en permanente rozamiento, incapaz de generar energía reformadora. 

También hemos procurado alejarnos de la actitud de sospecha democrática que recae sobre el sistema representativo de las democracias occidentales actuales. La crisis económica europea se está mezclando con una crisis institucional que repercute en las propias ideas, ideologías e ideales democráticos y, como es natural, en los sistemas habituales para hacerlos viables, a saber, líderes, partidos políticos, representación indirecta, mecanismos de equilibrio entre poder democrático y papel de la sociedad civil en las sociedades democráticas avanzadas. Hay que saber distinguir entre los aspectos institucionales que requieren renovación o cambio de aquellos otros que no, evitando causar destrozos innecesarios que aboquen en crisis de legitimidad en el ejercicio del poder democrático. 

El centro de la cuestión, a nuestro juicio, se plantea del siguiente modo: la crisis económica, más grave desde la II Guerra Mundial, genera una crisis de confianza en las Instituciones que aparecen no solo incapaces de gestionar convincentemente la situación, sino que ponen de manifiesto su participación en las causas remotas de la situación de empobrecimiento y desempleo por incompetencia, en muchos casos, por corrupción en otros y en ocasiones por injerencia en las decisiones económicas. 
Ahora bien, lo que más nos debe preocupar no son las enfermedades democráticas, sino más bien que se ponga en duda que un sistema democrático sano es capaz de digerir y generar ideas y acciones para aceptar la realidad y efectuar todos los cambios precisos. Si se niega esta facultad de regeneración del sistema democrático y se pone en entredicho su capacidad y legitimidad para hacerlo, nos encontraremos necesariamente ante la exigencia social de un cambio total del entramado institucional a favor de no se sabe qué solución. No estando de acuerdo con esta premisa, lo que nos parece más seguro es que si la sociedad no reacciona y no genera sus propios mecanismos inmunológicos, aparecerán los demagogos, los simplificadores, las plataformas de soluciones contundentes y directas o los “falsificadores” que se sitúan en posiciones extremistas y exageradas, que desprecian la innovación y la reforma. Éste magma de reacciones dudosamente democráticas y claramente inútiles se proyectan fácilmente sobre una sociedad que está desilusionada y con escasa esperanza, que reclama castigos y ejemplaridad y que no observa reacción de los líderes sociales y políticos, atenazados por el miedo a la complicada situación y por un evidente complejo de culpa. 
Ahora es cuando hay que recordar que solo la democracia y sus Instituciones tienen suficiente capacidad de generación y renovación de la vida pública, pero la sociedad desea y necesita percibir que las cosas no serán iguales y que existen liderazgos políticos y estratégicos para gestionar los nuevos tiempos.

Es más, es el momento de reivindicar la Política con mayúsculas, en la medida en que la política solo tienen sentido si es un instrumento de la democracia. Las dictaduras o los regímenes totalitarios utilizan otros medios, pero no es política. La política va ligada al ejercicio del poder y este solo alcanza legitimidad cuando se ejerce desde valores y procedimientos democráticos. 

También conviene recordar en el caso de España que las democracias consolidadas y longevas permiten en su funcionamiento diario que sus ciudadanos se abstraigan de los problemas cotidianos de sus instituciones, saben que funcionan regularmente y que no tiene sentido temer una convulsión. Sin embargo, no pocos ciudadanos españoles viven prisioneros de la preocupación por el funcionamiento de sus Instituciones, lo que les produce un agotamiento y hasta cierto rechazo institucional. Esto explica, a nuestro juicio, que en aquéllas sociedades nadie esté reclamando cambios constitucionales o radicales y nuevos sistemas de representación y, mucho menos, situaciones de acoso y cerco a los representantes elegidos en elecciones libres y democráticas, aunque también sientan la necesidad de una renovación de los comportamientos en la vida pública.
Las voces que reclaman un cambio radical del entramado institucional saben que cuentan con cierta simpatía, en la medida en que vivimos una época de sociedades muy reivindicativas de derechos para todos y deberes para los demás, pero nos parece más sensato concluir con G. Sartori, “…que para progresar es necesario avanzar recordando, al menos los errores. El novismo prospera en la ignorancia, desprecia la que parece humilde tarea de intentarlo una y otra vez y premia la exageración, receta casi infalible de la derrota.” 
A la vista de estas reflexiones anteriores, nuestro punto de partida, al contrario de esas posiciones extremas, está ligado a una renovación de la vida pública desde las propias instituciones democráticas, orientando nuestras propuestas desde valores éticos, cívicos y constitucionales, reivindicando la política como instrumento fundamental de la democracia y reclamando el pacto y el consenso como piedra angular de la estabilidad institucional y método inexcusable de toda reforma para la renovación de la vida pública. 
Hemos desarrollado estas ideas en torno a cuatro Ejes, a saber:

·  Instituciones y Liderazgos.
· El ejercicio ético de la Política y Políticas éticas.
▪ La necesaria renovación de los Partidos Políticos.

▪ Los sistemas de representación política y los nuevos medios de comunicación entre el poder y los ciudadanos.













     



· INSTITUCIONES Y LIDERAZGOS

Cuando una Sociedad soporta una crisis económica, social y de confianza en sus Instituciones, aparecen dos tipos de pulsiones de distinto signo. Por un lado, las que exigen que los Poderes Públicos centren sus esfuerzos en el orden y en la seguridad ciudadana, fruto del egoísmo cívico que se destaca en un periodo convulso. Por otro lado, otra parte de la sociedad, normalmente representada por minorías activas, exigen un mayor grado de protagonismo, redistribución y solidaridad. En este momento se pone a prueba la capacidad de los liderazgos estratégicos en una sociedad moderna.

 Esta evidente necesidad de liderazgos como factor esencial en la dinámica democrática, nos pone frente a la constatación de que para nadie es un secreto que la selección de líderes estratégicos en España no ha funcionado casi nunca y los que surgen son fruto de la heroicidad personal, la casualidad o la estadística. Es más, si nos alejamos de los periodos de grandes hazañas u objetivos nacionales (ganar la libertad y la democracia en la Transición) no aparecen motivos ni estímulos para que los mejores se entreguen a la vida pública y eso suponiendo que se lo permita el laberíntico e incierto proceso de selección en el seno de los Partidos Políticos o de las Administraciones Públicas, por citar los dos caminos más frecuentes de obtención de recursos humanos para la dirección de los asuntos generales. 
Insistimos en que el reclutamiento y selección de los liderazgos deja mucho que desear en España y no solo en la circunscripción política, porque es el reflejo de una sociedad que tiene pendiente comprometerse con la meritocracia y la igualdad de oportunidades. En demasiadas esferas de la vida social, unas cuantas personas disputan las carreras de cien metros, desde posiciones de ventaja. Así la selección será inexistente, pero el desanimo social está garantizado. El amiguismo y el nepotismo frente al mérito y el esfuerzo están tan arraigados en nuestra sociedad, que nos hallamos ante uno de los retos más grandes de nuestra sociedad para alcanzar la condición de sociedad moderna y abierta.
A tenor de la penosa selección de líderes que describimos se encuentra el contrato y las condiciones que ofrecemos y reservamos a las mejores para el ejercicio de la dirección de los asuntos públicos. 
Normalmente les proponemos que sean mal considerados, mal pagados y llenos de restricciones en el regreso a sus trabajos, a la vez que serán ignorados para continuar prestando servicios públicos de otro orden. Es decir, les proponemos ser dirigentes públicos de usar y tirar. ¿Alguien puede encontrar un motivo para que animemos a esos mejores a que dediquen sus esfuerzos a la dirección de las cosas públicas?; y eso, suponiendo que superen las pruebas de selección de grupos donde escasamente se prima el mérito y la capacidad personal. Y aún peor, el bucle diabólico de la selección de líderes se está deteriorando aún más, en la medida en que las condiciones de austeridad que exige la sociedad española en estos momentos de crisis, se están traduciendo en unas exigencias casi inaceptables para los que poseen méritos y capacidad, que hacen imposible estimular el acercamiento de los mejores hacia la vida pública, salvo que se haga en orden a razones de autentica heroicidad. 
Es indudable que la sociedad española está reclamando ejemplaridad y austeridad, en parte por la pésima imagen que han trasladado (como en otros países, por cierto) algunos dirigentes públicos y, en parte también, por una suerte de castigo ante las dificultades económicas en que se desenvuelve una gran parte de ciudadanos. La gestión de estas virtudes que exige la Sociedad debe hacerse con enorme templanza y labor instructiva para no incurrir en el extremo opuesto, que olvida que la mayoría de ciudadanos que ejercen actividades públicas y representan a los demás no son “rentistas”, sino trabajadores cuyas rentas, sean del nivel que sean, proceden de su trabajo y que durante un periodo han de abandonarlos para dedicarse a los demás y al interés público de la sociedad.
Un país democrático y moderno debe aspirar a contar con Administraciones públicas profesionales y neutrales, que fundamenten la carrera profesional en base al mérito y al esfuerzo personal hasta alcanzar las máximas cotas para el ejercicio de las funciones públicas, dirigidas por los representantes elegidos democráticamente. Nos encontraríamos así con un estrato de personas elegidas libremente por el pueblo español y, a partir de ahí, desde el más alto representante de la Administración hasta el último funcionario o trabajador público constituirán un ejército de profesionales al servicio exclusivo de los ciudadanos, bajo la orientación marcada por los representantes públicos y bajo el imperio de las leyes como corresponde a un Estado de Derecho. 

Esta inmensa transformación comporta cambiar los mecanismos de acceso y selección funcionarial para que se favorezca la incorporación de personas con talento y equilibradas. La memoria debe dar paso al razonamiento, a los conocimientos y la estabilidad emocional. Unas Administraciones de ese corte son la mayor garantía para el normal desenvolvimiento de los asuntos públicos, ajenos a crisis y desacuerdos políticos. 

Solo si se cumplen estas condiciones será posible animar a que se produzca un acuerdo social y político que nos permia garantizar a los representantes públicos electos unas condiciones de  dirección para el desarrollo libre de sus tareas de alto nivel, regulando, al mismo tiempo y sin falsos pudores, unas normas equilibradas para el normal regreso a sus trabajos o cuestiones relativas a sus pensiones. 

No cabe la menor duda que estamos proponiendo dos de los empeños más serios a los que deben enfrentarse los españoles si quieren modificar, mejorar y enriquecer su vida pública. Es más, dependen de tal número de decisiones que, sin duda, escapará al periodo de nuestras vidas, pero que hay que abordar con urgencia. La puesta en marcha de tan colosales objetivos servirá para aliviar a una sociedad que no puede vivir eternamente en un ambiente donde no exista la igualdad de oportunidades y donde el merito y el esfuerzo sean escasamente recompensados. Es muy probable que nos debamos enfrentar a las eternas quejas y críticas que todo cambio comporta, pero que no quepa duda que ésta o las próximas generaciones tendrán que buscar una solución. Si es así, empecemos ya. 

Solo en un ambiente de renovación pública en los términos expresados, podremos hablar de un País que reclama la selección de los mejores, tanto para la esfera política, como para la dirección en los asuntos públicos y, en paralelo, en todos los ámbitos de la sociedad. 
Hablamos, por tanto, de un cambio cultural en la moral de la sociedad, no tanto de Leyes y normas restrictivas, que solo reflejan la desconfianza, sino de unos hábitos sociales que hacen patente su estímulo hacia las mejores y su rechazo a los farsantes, especialmente cuando afecta al territorio de lo público.
Así, nuestra Propuesta sería un pacto social que tenga los siguientes componentes mínimos: 
El comportamiento ejemplar y austero que se reclama hoy debe traducirse en una exigencia social permanente e inexcusable, que debería inscribirse en un Código Deontológico, de obligado cumplimiento para todos los que pretendan ejercer una representación pública o el ejercicio de labores de alta dirección en las Administraciones Públicas y sus Empresas, cuyo incumplimiento comporte una agravante en las sanciones o penas y cuyo desarrollo se encomendará un Consejo de expertos y solvencia reconocida para la Renovación y Fortalecimiento  de los Valores Democráticos.
Al mismo tiempo, propondrán el establecimiento de las condiciones éticas en el ejercicio de las funciones públicas y, las Bases para llevar a cabo a cabo dos grandes modificaciones, a saber, la reducción del número de representantes públicos con especial referencia a las Administraciones Territoriales. La consecución de este objetivo comporta una norma orgánica de nueva planta territorial y administrativa, que deberá elaborarse como fruto del consenso entre las fuerzas políticas, que sepan equilibrar las razones históricas y las razones democráticas. 

El segundo gran objetivo que deberán proponer estará centrado en la reducción de cargos públicos por designación directa o libre elección, lo que implica reconocer que los mecanismos de ejecución del poder no serán otros que las Administraciones Públicas. Ahora bien, este propósito solo será posible con la gran renovación de estas Administraciones.

· EL EJERCICIO ÉTICO DE LA POLÍTICA Y POLÍTICAS ÉTICAS.
Abordar este apartado no requiere de grandes discursos teóricos, sino más bien de comportamientos diarios que se proyecten en la sociedad. La reacción mimética de las actitudes de los líderes políticos y, en general, de los líderes estratégicos de una sociedad tiene mayor efecto que todos los discursos imaginables. Cuando los líderes se tratan con corrección, emplean términos adecuados, exhiben templanza en el debate de las ideas, se acercan a las posiciones del contrario y caminan en medio de la gente con naturalidad, sus comportamientos se reproducen y se reflejan inmediatamente en todos los entornos políticos y sociales. 
Uno de los problemas que más preocupa a la opinión pública española tiene que ver con la ética en el ejercicio del mandato y representación pública, a causa, en buena medida, de los casos de corrupción política conocidos y repetidos tantas veces, que han logrado dar una sensación de generalización que afecta a todos los Partidos y políticos españoles sin excepción. 
Tampoco podemos pensar ingenuamente que es un fenómeno casual, puesto que la falta de ética en el ejercicio del poder es el producto de varios factores. Una primera causa la encontramos en la relajación moral de la sociedad española, excelente en la proclamación de valores formales pero escasamente aprehendidos, especialmente si se trata de valores éticos que impliquen un deber hacer, los que denominamos como valores éticos, cívicos o públicos, tales como el comportamiento tolerante, el respeto e interés por la cosa pública, la disposición permanente al diálogo y el reconocimiento del adversario.  Esta ausencia de valores cívicos tienen un inmediato correlato en los comportamientos formales o de grupo en la vida pública y se traduce en dejar a un lado el bien común para procurar el bien personal o del grupo al que se pertenece, lo que se manifiesta habitualmente en aquellos comportamientos políticos que buscan favorecer a los propios y castigar a los adversarios. 
Así, no es raro ver que en las campañas electorales se proclame que el voto en una u otra dirección se traducirá en beneficios correspondidos con los planes de inversión pública, tal y como si los recursos públicos estuvieran para agradecer o fidelizar el voto, que serán negados a la comunidad que haya osado confiar su voto el adversario. Si esa falta de equidad y esa apropiación indebida del patrimonio público se exhiben impúdicamente solo cabe interpretar que son los frutos de una sociedad y de unos dirigentes con escasos valores cívicos. El sentido patrimonial de los bienes públicos también se proyectan en las continuas manifestaciones de clientelismo y nepotismo, que convierten a las Administraciones Públicas en verdaderas agencias de colocación de los fieles y próximos a los electos, produciendo una honda desafección por la vida política y un desánimo abrumador en los ciudadanos, quiénes sólo tienen sus méritos y esfuerzos como rampas de crecimiento personal y profesional.
Otra causa de estos comportamientos incívicos y, en ocasiones delictivos, que coinciden con los peores escándalos conocidos, se encuentra en la necesidad de los partidos y sus aparatos para financiar el alto coste de sus organizaciones y de las propias campañas electorales. Son múltiples las consideraciones y matices que deben tenerse en cuenta al tratar un tema tan vidrioso, en la medida en que estas financiaciones ilícitas coinciden por otro lado con una evidente falta de consideración social sobre el carácter institucional de los partidos y organizaciones políticas. Los ciudadanos no ven útil ni conveniente financiar a los partidos políticos y apelan a la búsqueda de recursos propios. Si la sociedad no interioriza que la democracia cuesta dinero y que las instituciones que expresan el pluralismo político e instrumentan la participación política han de ser financiados con recursos públicos, entonces será obligatorio que aquellas se financien por medio de otras entidades privadas, lo que, en el caso español, lo que quizá no sea la mejor forma de garantizar la independencia de los poderes públicos.
Introducimos en este punto una primera Propuesta:
Nos inclinamos a favor de la financiación pública de los partidos políticos y de las campañas electorales a cambio de sellar un pacto inviolable que conduzca a que estos recursos públicos estén regulados con criterios de responsabilidad personal y colectiva semejantes a las establecidas para las que se exigen a quienes administran los dineros públicos, encomendando el control de las cuentas  en alguna Institución independiente, gestionada por profesionales independientes.
 Conforme a estas premisas, puede asegurarse que estas financiaciones tendrán unos límites claros, una exhibición transparente y será exigible que parte de los mismos se dediquen a favorecer la educación cívica en los valores democráticos y en la formación de líderes y cuadros para garantizar que el ejercicio de las funciones públicas se practique con la máxima profesionalidad y vocación.
Otro aspecto que no se puede descuidar es reclamar que el ejercicio del debate y la controversia política, entre los que ejercen el poder y los que controlan desde la oposición, no se traduzca en un combate legal que tome a la justicia como árbitro perenne del debate entre posiciones distintas, lo que conocemos como judicialización de la vida política. Esta actitud demuestra, por un lado, el altísimo grado de deterioro del dialogo político en España y, por otro, los escasos esfuerzos que se emplean en promover el acuerdo político, especialmente en los temas que requieren de mayor estabilidad, sea cual sea el gobierno que detente el poder.
Muy al contrario, observamos en los últimos años, un ánimo exacerbado por la destrucción moral y personal del adversario político. Se abusa de la penalización de conductas administrativas, de tal suerte que la mayoría de las “querellas políticas”, podrían solventarse, a lo máximo, en tribunales administrativos. El proceso destructivo y cainita del contrario político encuentra satisfacción desde el primer momento, en la medida en que la acusación, la imputación y los juicios paralelos están garantizados y no implican coste político o social alguno para quienes lo promueven indebidamente que, además, observan con satisfacción que la resolución judicial final se pospondrá largo tiempo y que, aunque acabe reconociendo que era un mero problema administrativo y no penal, no se volverá contra los acusadores, suponiendo que aún reste algo del honor del acusado.

Esa diabólica suma de incompetencia política, en el ejercicio del poder o de la oposición, de incapacidad para el dialogo y el consenso, produce un efecto nefasto y desencadena un proceso de acciones y reacciones sin fin. 
El político incompetente que carece de valores e ideas, solo sabe exagerar y acusar. Tal espiral destructiva entre los responsables políticos influye en la cristalización de una sensación generalizada de corrupción y descontrol público, a lo que debe añadirse que provoca un ejercicio del poder temeroso y sin coraje para la toma de decisiones y, también, en un proceso legislativo repleto de normas cautelosas y a la defensiva que están convirtiendo los procedimientos administrativos en procesos sin fin, impidiendo que las iniciativas y las empresas emprendedoras obtengan sus autorizaciones en el tiempo que exige una economía dinámica.
Esta judicialización de la vida política no es tan poco ajena a una administración de justicia, en muchas ocasiones poco entrenada para separar los asuntos meramente administrativos de los ilícitos penales, a lo que se une cierta exaltación social que quiere convertir a los jueces, fiscales y medios de comunicación en los protagonistas de la vida política del país.
Los partidos políticos, como es lógico, deberán erradicar a los que cometan actos ilícitos, pero no es menos necesario que revisen su comportamiento público y moderen sus acusaciones generalizadas de corrupción de los adversarios políticos. La acusación exagerada y generalizada comporta el deterioro del ejercicio político en general y consigue que la opinión pública no excluya a nadie ni a ningún partido político en particular. Al contrario, si las acusaciones se circunscribieran a los que realmente abusan o cometen actos delictivos sería mucho más fácil adoptar medidas generales y de consenso para impedir tales conductas y aumentaría gradualmente la confianza de los ciudadanos en un sistema democrático que sabe distinguir entre el magnífico ejemplo de los que dedican, todo o parte, de su vida al bien común de aquéllos otros que se acercan a las instituciones públicas con ánimo de saqueo o parasitismo.

Estas reflexiones nos derivan a favor de esta nueva Propuesta, que refuerza y complementa la señalada en el:

Apelamos, como hemos señalado en el apartado anterior, a favor de disponer de un Código Deontológico para el ejercicio de la representación pública y de la función pública que refleje las normas de conducta de sus agentes y donde la sanción por vulnerarlo sea tanto el reproche social como el agravamiento de sanciones y penas, incluyendo la inhabilitación para ser miembro de cualquier organización que, como los partidos políticos, perciban recursos públicos para su funcionamiento.

Asimismo, estimamos necesario que el Consejo de ciudadanos de solvencia moral e intelectual reconocida no solo elabore  este Código Deontológico de la vida pública, sino que además se conforme como grupo asesor permanente de las Cámaras Legislativas para la vigilancia, mejora y renovación de los principios éticos en el ejercicio de funciones públicas.

Acabamos con una llamada a las fuerzas políticas, en este sentido:
Apelamos encarecidamente a los líderes políticos y estratégicos de España, que muestren periódicamente y en conjunto su compromiso vital con las buenas formas en las relaciones personales, en el debate de ideas, en el reconocimiento del papel de los que ejercen el gobierno y la oposición y en la utilización de los recursos judiciales, especialmente las querellas penales, solo para aquellas conductas antisociales que lo requieran, salvando el honor de los grupos e instituciones en su conjunto como parte del entramado institucional democrático, patrimonio de todos los españoles.
· LA NECESARIA RENOVACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS.
La democracia española es muy joven y ha sido muy deseada, hasta el punto de que hoy nos parece imposible que los pueblos puedan vivir sin libertad, sometidos a la voluntad de una persona o un grupo, arbitraria, donde no impere la ley y el estado de Derecho. Hemos conseguido disponer de un conjunto de instituciones cuya finalidad es proporcionar legitimidad al ejercicio del poder político que representa a todo el pueblo. Estas instituciones son las encargadas de dirigir y producir cambios sociales, controlan el ejercicio del poder para que no se produzcan abusos y facilitan que el pueblo tenga voz en el concierto democrático y en la práctica del poder.

Los errores y quiebras en estas Instituciones solo se enmiendan con cambios de estricta naturaleza democrática con ideas largamente debatidas y con el estudio y reconocimiento del funcionamiento institucional en otras naciones democráticas que, antes que nosotros, han tenido que enfrentarse a estos cambios o que disponen de mecanismos institucionales que han demostrado su eficacia social.

En el caso de los partidos políticos cuya misión constitucional es saber expresar con métodos democráticos y no violentos el pluralismo político y servir de instrumento de participación política de todos y cada uno de los Españoles, nos encontramos con un evidente agotamiento y deterioro de sus mecanismos de reclutamiento, de una clara confusión entre los diferentes grados de compromiso y funciones de sus miembros y, en lógica correspondencia, con organizaciones que viven en un permanente “asalto al poder interno”, produciendo maquinarias que, si no ejercen el poder o incluso detentándolo, dedican dos tercios de sus esfuerzos al rozamiento interno.
La gran mayoría de los recursos públicos, se destinan a financiar costosas campañas electorales (muchos proveedores aprovechan para subir notablemente la tarifa de sus prestaciones y servicios, ejercitando una colusión que debería ser examinada por el Tribunal de Defensa de la Competencia). Otra parte de los recursos se destina a las direcciones y burocracias organizativas que, normalmente, no alcanzan más allá de las direcciones centrales de los partidos.

La adscripción a un Partido Político, al que hemos aludido, es tan casual que las posibilidades de que surjan líderes con capacidad y preparación política son lo más parecido a una lotería. No nacen de la formación ni de entornos donde han podido demostrar sus capacidades, sino de la necesidad de contar con simpatizantes que apoyen en los periodos electorales. A partir de ahí, es probable que las disputas para dirigir el partido es sus diferentes ámbitos territoriales, se reduzcan a la contabilización del número de amigos y familiares que han sido capaces de reclutar.
Al no dedicar recurso alguno a la formación de cuadros y líderes, la posibilidad de recuperar aquellos miembros del partido que han sufrido cualquier quebranto electoral o personal, pero que disponen de un acervo de conocimientos y experiencias de gran utilidad, son prácticamente nulos y se les busca acomodo en las Administraciones y Empresas Públicas que están bajo su dirección. Pésima solución para personas valiosas y no digamos cuando el refugio administrativo se utiliza para compensar el apoyo recibido y recae sobre personas cuyo único mérito es la posesión de un carnet de afiliación.
Nuestras Propuestas se muestran del modo siguiente:

Entendemos necesario que una nueva Ley de Partidos Políticos establezca un estatus distinto que permita distinguir entre simpatizantes y afiliados que sí tengan verdadera vocación capacidad política y que quieren emprender una verdadera carrera de formación y continúa disposición para ser representantes públicos, con verdaderas dotes personales y profesionales.
Asimismo, esta nueva Ley de partidos Políticos debería hacer obligatorio que una parte de los fondos públicos transferidos se destine a Programas para la formación de líderes y cuadros en política y gestión pública, economía, relaciones internacionales y tantas otras materias sobre las que habrán de opinar y decidir.  También se deberían aplicar recursos para actividades dirigidas a los ciudadanos, presencia en colegios y universidades, discusiones y debates con grupos sociales y, al fin, reforzamiento de los valores democráticos de nuestra sociedad.

Si no queremos que estas situaciones anómalas vayan cristalizando, hay que empezar a pensar que los partidos políticos son una de las piedras angulares de la democracia y que su contribución al debate de ideas, a la promoción de representantes públicos, al control en el ejercicio del poder, a los cambios sociales sin violencia, al acercamiento de los ciudadanos a la toma de decisiones y a la cohesión territorial y social de una nación, no admite ninguna duda, pero siempre que su funcionamiento se corresponda con el comportamiento ético que de ellos se debe esperar en una sociedad democrática. La democracia no es posible sin la existencia de partidos y organizaciones políticas. 

Asimismo, invocamos a los Partidos Políticos en orden a que:

La Austeridad, la transparencia y las normas de funcionamiento democráticas y éticas deben ser los raíles sobre las que debe asentarse su funcionamiento. 
A la sociedad le corresponde facilitarles recursos para su organización, formación interna y externa y difusión de sus idearios y programas políticos. Las exigencias sociales, tras estos primeros años de vida democrática española van a ser muy severas y minuciosas respecto de los Partidos Políticos y a esta ejemplaridad y exhibición de buena administración de recursos sociales invocamos decididamente.
 Rechazamos, por el contrario, que los partidos políticos invadan las Administraciones y Empresas públicas, los órganos de regulación, de arbitraje o resolución de controversias constitucionales, llamadas a ser estructuras neutrales del Estado. Igualmente nos oponemos a que los partidos políticos sigan asfixiando a la sociedad civil y a sus múltiples manifestaciones, mediante intervenciones groseras de clientelismo.
Empezando a cumplir con estas exigencias en el funcionamiento político será posible demandar de la sociedad los recursos dignos para que sean organizaciones potentes al servicio de la democracia española. El pacto que señalamos precisará de una enorme generosidad mutua por los desgarros que ha sufrido la desconfianza de la sociedad hacia partidos 

y políticos, implicará que se arbitren mecanismos de discusión y estudio, además comportará la construcción de normas e instrumentos para corregir y mejorar el funcionamiento de los partidos políticos Españoles
· SISTEMAS DE REPRESENTACIÓN POLÍTICA Y NUEVOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN ENTRE EL PODER Y LOS CIUDADANOS.

Una de las claves de las democracias del Siglo XXI, es la relación entre la “demos” y la democracia con sus instituciones clásicas de naturaleza representativa. Si se pretenden cambios, deberán ser profundamente democráticos y este es el verdadero núcleo central de las mudanzas que parecen demandarse para dar mayor voz al pueblo en la administración y gobierno de la cosa pública. 
Es muy posible que el proceso de globalización e internacionalización de las naciones y de las empresas haya influido poderosamente en la percepción de alejamiento entre decisiones e intereses sociales. A mayor abundamiento, la integración en la Unión Europea comporta la cesión de parte de la soberanía del pueblo en Instituciones democráticas supranacionales, que aumentan esta percepción de lejanía.
De manera simultánea, la instauración masiva de nuevas formas globales de comunicación personal están funcionando como contrapunto a ese distanciamiento y a la concentración de poder en estructuras y democracias internacionales, especialmente cuando estamos inmersos en la peor crisis económica desde la II Guerra Mundial y existen claras referencias a la responsabilidad de estas superestructuras, tanto por acción como por descontrol y desgobierno.

En otro apartado del análisis causal de este fenómeno, nos encontramos con el hecho constatable de que la sociedad presta poca atención a los asuntos políticos, abrumados por sus problemas profesionales y personales. Sin embargo, no aceptan que se les reserve un papel de convidados de piedra, solo invocados y halagados en periodos electorales. Es cierto que las votaciones legitiman a los gobiernos, pero también es real que la legitimidad de origen no debe anular la legitimidad en el ejercicio del poder, aunque los mecanismo de contraste y verificación sean relativos y, en ocasiones, manipulables.
Muchos gobernantes, después de ser elegidos, incluso abrumadoramente, han sentido la necesidad o la obligación de alterar sus políticas y decisiones a la vista de las percepciones que les trasladaban sus ciudadanos por los medios de conocimiento de la opinión pública. Si este fenómeno de legitimación en el ejercicio del poder era posible en sociedades con medios de comunicación más rudimentarios y lentos que los actuales, imaginemos como se reproducen esas muestras de aprobación y rechazo a través de la comunicación global e instantánea que supone internet. 

Estamos asistiendo a algunos experimentos nuevos de reproducción de la opinión pública y de puesta en duda de los mecanismos clásicos de representación política. Unos reclaman continuas consultas populares, pero, en nuestra opinión, el plebiscito no es la solución de todos nuestros problemas. Quizá sea hoy más fácil encontrar posiciones comunes para rechazar, pero difícilmente un plebiscito encontrará alternativas concretas de hacer y poner en marcha una política pública determinada que goce de la misma unanimidad. Si hemos de recurrir con más frecuencia a la consulta popular debe ser para mejorar nuestra democracia, de ahí que no debamos ocultar demagógicamente el peligro de manipulación del plebiscito, así como que en numerosas ocasiones una consulta es una fotografía instantánea del problema que se debate y de las sensaciones del momento, que pueden variar por la complejidad social que caracteriza a las inquietudes de las nuevas sociedades.

Otra suerte de ensayo participativo en los asuntos públicos, que dice estar entre la democracia directa y la representativa, es la que nace de movimientos de base o de cadenas de solidaridad. Suelen ser acciones que raramente producen liderazgos o alternativas futuras de una ciudadanía más democrática, sin dejar de reconocer el enorme valor social de la solidaridad o del reproche a determinadas actuaciones políticas. Por tanto, creemos que a estas alturas aun sigue pendiente encontrar nuevos o mejores modos de que la sociedad exprese su voluntad, más allá de los métodos democráticos convencionales.
No obsta tal circunstancia para que las democracias del siglo XXI sigan investigando y analizando y no solo desde las instituciones políticas sino también desde la propia sociedad civil, en la medida, en que estamos ante un desafío que incumbe a toda la sociedad.
En este debate, y refiriéndonos concretamente a las nuevas tecnologías y lo que pueden aportar como canales de participación política, no cabe por menos que poner de manifiesto que hoy por hoy se observa mucha confusión y ruido con orígenes, en muchos casos desconocidos. No podemos sacralizar unos métodos que, desde el punto de vista democrático, tienen muchas cosas a favor y otras muchas en contra. Si existe esa ambivalencia habrá que tener en cuenta que las ansias de cambio requieren seguridad en su capacidad para mejorar lo existente y no incertidumbres. 
Nuestra Propuesta se centraría en dos puntos básicos, a saber:

Encomendar Consejo de expertos y solvencia reconocida para la Renovación y Fortalecimiento de los Valores Democráticos la elaboración de un Libro Blanco sobre los sistemas de representación democrática y la inclusión de nuevos modos de representación y acercamiento entre los ciudadanos y el ejercicio de la representación pública.
En segundo lugar, promover un FORO EUROPEO con los Consejos de otros países, que ya los han constituido o funcionan como tal, para la elaboración de Propuestas conjuntas destinadas a reforzar los mecanismos de representación y acercamiento de las decisiones públicas a los ciudadanos.
En resumen, esto acaba de empezar y es constatable que surgen intermediarios entre la sociedad y el poder, pero su origen, control democrático y eficacia ciudadana está por demostrar. Habrá que seguir trabajando mucho hasta establecer un consenso común por las vías más convincentes y menos apasionadas.

Una última reflexión que aparece continuamente en nuestro informe, decía Ortega en un artículo de prensa que “solo hay riqueza en los países donde tres cuartas partes de los ciudadanos cumplen con su obligación”.
 Por esta razón estamos hablando en este informe de “demos“, porque esta acepción implica necesariamente un pueblo bastante cohesionado que persigue objetivos comunes y ese es el gran reto al que se enfrenta España, una vez alcanzada la democracia formal. Es una tarea difícil, no solo afecta a las instituciones democráticas, sino que incide en la conducta moral de todos los españoles. 
Lejos de elaborar exclusivamente normas, afición muy española, hablamos de principios y valores, conocedores de que apelar a ellos supone asumir que el problema residirá en transitar pacíficamente de las aspiraciones a las practicas diarias y en asegurar su aplicación, pero es ahí donde se encuentran las soluciones colectivas a este desánimo democrático. Dejarlo para mañana, siempre es tarde, porque estamos ante la necesidad de intentarlo una y otra vez y de manera permanente.
Rafael Martínez-Campillo

Coordinador
Madrid, mayo de 2013. 
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